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RESUMEN 

El presente trabajo investigativo trata del estudio de la causa N° 02281-2016-00498, 

sentenciada por el Tribunal de Garantías Penales de Bolívar, por el delito de Falsificación y Uso 

de Documento Falso, tipificado en el artículo 328 del Código Orgánico Integral Penal, el mismo 

consta de 5 cuerpos, el cual tiene por objeto determinar cuál es la importancia de la aplicación de 

las garantías básicas del debido proceso y la tutela judicial efectiva; norma legal que debe ser 

observada y acatada por toda autoridad administrativa o judicial en todo proceso en el que se 

determinen derechos y obligaciones.  

En todo proceso se debe garantizar el derecho al debido proceso establecido en la 

Constitución de la Republica del Ecuador, dentro de los Derechos de Protección, este sistema 

debe ser utilizado en todas las etapas de un proceso y así garantizar el derecho a todas las 

personas a ser juzgadas conforme al procedimiento previamente establecido en la Ley.  

Consta de cuatro partes esenciales. En el Primer Capítulo se encuentra la definición del 

problema que va a ser investigado, siendo importante considerar el análisis del delito de 

Falsificación y Uso de Documento Falso contenido en el Código Orgánico Integral Penal, se 

presenta además el planteamiento del problema, los objetivos: el objetivo general y los 

específicos. 

En el Segundo Capítulo realizo los antecedentes del caso y posterior a ello paso a 

fundamentar de manera teórica las acepciones necesarias a fin de lograr un mejor entendimiento 

del caso planteado, consecuentemente procedo a realizar las respectivas preguntas de 

investigación en las que se fundamenta mi trabajo.  
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De la misma manera, en el Capítulo Tres procedo a desarrollar de forma detallada el 

estudio de caso. Este capítulo se considera como la parte más importante por cuanto aquí se 

desarrolla y efectúa el cumplimiento de los objetivos planteados inicialmente, además se 

contempla la confrontación de la fundamentación teórica descrita en el capítulo anterior con el 

estudio realizado al caso práctico. 

Al tratarse de un caso en materia penal, comienzo con el análisis minucioso de los 

elementos configuradores del delito, concluyendo que cumple con los requisitos necesarios para 

que se inicie una imputación penal.  

Es necesario que los abogados antes de iniciar un proceso penal se planteen una teoría del 

caso para que ésta se desarrolle en el proceso, de esta manera procedo a realizar un estudio de los 

tres elementos de la teoría del caso que contempla la doctrina, estos son; lo fáctico, jurídico y 

probatorio. Consecuentemente proceso con el estudio de las fases y actuaciones realizadas en el 

proceso de la causa N° 02281-2016-00498. 

Conforme lo expuesto anteriormente realizo las respuestas a las preguntas de 

investigación planteadas en el segundo capítulo.  

Dentro del Capítulo Cuarto se puede observar los resultados e impacto de la investigación 

realizados a lo largo de mi trabajo investigativo, y: 

Finalmente, procedo a realizar mis conclusiones, mismas que las efectuó de la 

investigación teórica realizada y del estudio del caso práctico.  
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GLOSARIO DE TÉRMINOS 

Ilegal: Contrario a la ley. Prohibido por ella. 

Ilícita: Lo prohibido por la ley a causa de oponerse a la justicia, equidad, razón o buenas 

costumbres. Por lo tanto, puede entenderse como cualquier hecho o acción contrario al sistema 

jurídico. 

Certificación: Testimonio o documento justificativo de la verdad de algún escrito, acto o 

hecho. Acto por medio del cual una persona da fe de algo que le consta.  

Firma: Nombre y apellido, o título, que se pone al pie de un escrito, para acreditar que 

procede de quien lo suscribe, para autorizar lo allí manifestado para obligarse a lo declarado.  

Rúbrica: Rasgo, trazo que contempla las letras de la firma. Es costumbre poner la 

rúbrica a continuación (o debajo) del nombre o apellido. En ciertas actuaciones judiciales y otras 

administrativas, el funcionario público se limita a rubricar, sin necesidad de poner la firma.  

Testimonio: Aseveración de la verdad. Demostración, prueba, justificación de un hecho 

cosa o idea. 

Errónea: Que contiene error o equivocación. 

Redactar: Acto de componer textos escritos mediante el uso adecuado de la expresión 

verbal escrita.  

Infracción: Transgresión, quebrantamiento, violación, incumplimiento de una ley, pacto 

o tratado. 

Exento: Que está o queda libre o de una carga, obligación, culpa o compromiso. 
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Omisión: Abstención de decir o declarar; silencio, reserva, ocultación.  

Ineludible: Es lo que no puede evitarse, lo que debe incluirse sin opción. 

Punible: Merecedor de castigo, penado en la ley. 

Imputable: Capaz penalmente. Individuo a quien cabe atribuirle un delito por la 

conciencia, libertad, voluntad y lucidez con la que ha obrado. 

Absolutoria: Se designa así al auto, fallo o sentencia judicial que declara libre de la 

acusación, pena, delito o deuda por que era demandado el reo o por los cuales era acusado o 

estaba sufriendo detención o condena.  
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SIGLAS 

CRE: Constitución de la República del Ecuador. 

COIP: Código Orgánico Integral Penal. 

COGEP: Código Orgánico General de Procesos. 

COFJ: Código Orgánico de la Función Judicial. 

CONA: Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia. 

CIDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos 
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INTRODUCCIÓN 

La Constitución de la República del Ecuador del 2008, dispone que la sustanciación de 

los procesos en todas las materias, instancias, etapas y diligencias se llevarán a cabo mediante el 

sistema oral, de acuerdo con los principios de concentración, contradicción y dispositivo; declara 

que el sistema procesal es un medio para la realización de la justicia y que la base para la 

realización de la misma es el debido proceso, este debe garantizar el derecho a la defensa y por 

ende garantizar la eficacia probatoria.  

La prueba en el proceso es importante por cuanto al igual que en todas las materias 

permite demostrar la veracidad de los hechos, y, en materia penal exclusivamente, permite 

demostrar la culpabilidad o confirmar la inocencia de la persona a quien se le atribuye la 

comisión de una infracción.   

Para que las pruebas tengan un verdadero valor probatorio dentro del proceso penal, se 

deberán sujetar a las reglas de legitimidad y deberán practicarse en la audiencia de juicio. 

Una vez admitida la prueba, esta será de gran aporte dentro del proceso ya que con 

fundamento a ella el juez formará su convicción y a su vez le servirá de base para determinar la 

responsabilidad o no de una persona dentro del proceso penal. 

Sin embargo, existen procesos en nuestro sistema de justicia, en los cuales la ineficacia 

por parte de fiscalía ha causado que muchos inocentes sean condenados y los culpables 

ratificados en su estado de inocencia, causando que los afectados interpongan varias demandas 

en contra del Estado, debido a la mala administración de Justicia.  
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El presente trabajo, tiene como finalidad, realizar un análisis sobre la omisión cometida 

por parte de fiscalía, al renunciar a reproducir la prueba en la audiencia de juicio y en como 

afectó esta omisión en la sentencia dictada por el Tribunal de Garantías Penales de Bolívar 

dentro de la causa N° 02281-2016-00498. 
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CAPÍTULO I 

1. PLANTEAMIENTO DEL CASO A SER INVESTIGADO 

1.1. Presentación del Caso 

Caso N°: 02281-2016-00498 

Dependencia Jurisdiccional: Tribunal de Garantías Penales de Bolívar 

Ofendido: Santiago Jhonathan Pérez Ortiz 

Procesado: Carlos Alfredo García Espín 

Tipo de Acción: Penal 

Año de la Causa: 2016 

Año de Estudio del Caso Práctico: 2021 

El presente análisis o estudio de caso N° 02281-2016-00498 tiene como finalidad 

investigar qué consecuencias tuvo el no aplicar las garantías básicas del debido proceso dentro de 

la audiencia de juicio, esto es, garantizar el cumplimiento de las normas y los derechos de las 

partes que como resultado vulnera derechos fundamentales reconocidos en la Constitución; lo 

que repercute en la sociedad sobre la confianza que debe existir en relación a la administración 

de justicia.  

Con base a lo señalado, el día 24 de Marzo del 2016 las autoridades de la Universidad 

Estatal de Bolívar disponen que se abran las matriculas para la Carrera de Gestión de Riesgos, 

posteriormente el 16 de Mayo del 2016 en horas de la mañana varios alumnos y profesores se 

acercaron a la oficina del señor Santiago Pérez Ortiz – Director del Sistema Nacional de 

Nivelación y Admisión ubicado en la Extensión de la Universidad Estatal de Bolívar – San 

Miguel, a manifestarle que como es posible que el señor Carlos García Espín se encuentre 
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matriculado y asistiendo a clases en primer ciclo de la Carrera de Gestión de Riesgos, por lo que 

el señor Santiago Pérez indica que eso es imposible porque el señor Carlos García ya tenía una 

segunda matricula en Nivelación y no había pasado y no podía volver a matricularse por no 

existir tercera matricula según el Reglamento de Nivelación y Admisión.  

Inmediatamente el señor Santiago Pérez se acerca a la Universidad Estatal de Bolívar a 

secretaría de la Carrera de Gestión de Riesgos a verificar si el señor Carlos García se encuentra 

matriculado, al poder verificar que la carpeta del señor estaba con todos los documentos que se 

requieren, pudo observar que consta una certificación supuestamente entregada por el señor 

Santiago Pérez - Director del Sistema Nacional de Nivelación y Admisión con su firma y rubrica 

que era completamente falsa, además constaba el sello que se utiliza para las Certificaciones 

provenientes del Departamento del Director del Sistema Nacional de Nivelación y Admisión de 

la Universidad Estatal de Bolívar, el cual no es el que se utiliza para esos trámites.  

Por lo tanto, el señor Santiago Pérez presenta la denuncia constante en fojas 1 a 6 del 

proceso, posterior a ello en la fase de investigación previa se realizaron diligencias para el 

esclarecimiento de los hechos como son: versiones, informe técnico pericial documentológico, 

información proporcionada por parte de la Universidad Estatal de Bolívar. 

Fiscalía formula cargos en contra del señor Carlos García Espín. Culminada la etapa de 

Instrucción Fiscal, fiscalía solicita se señale día y hora a fin de que se celebre la Audiencia de 

Evaluación y Preparatoria a Juicio, en la que el Juez una vez escuchadas a las partes dicta auto de 

llamamiento a juicio, en donde presentados todos los elementos probatorios, son admitidos en su 

totalidad. 
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En la audiencia de juicio se escucha a cada uno de los sujetos procesales, el procesado 

Carlos Alfredo García Espín en su testimonio se declara autor de la infracción, por lo que fiscalía 

renuncia a practicar la prueba tanto testimonial como documental, no aplicó lo que señala el 

artículo 509 del Código Orgánico Integral Penal: Si la persona investigada o procesada al rendir 

su versión o testimonio, se declara autora de la infracción, la o el fiscal no quedará liberado de 

practicar los actos procesales de pruebas tendiente a demostrar la existencia del delito y la 

responsabilidad del procesado, disposición que no ha sido cumplida por fiscalía por ello no 

existe prueba suficiente para configurar el tipo penal. Por lo que el Tribunal de Garantías Penales 

de Bolívar confirma el estado de inocencia y dictan sentencia absolutoria a favor del procesado 

Carlos Alfredo García Espín.  

1.2.  Objetivos del Análisis o Estudio de Caso 

1.2.1. Objetivo General: 

-      Determinar la omisión por parte de fiscalía al no practicar la prueba en el caso N° 

02281-2016-00498 dentro del delito de Falsificación y Uso de Documento Falso y como 

afectó esta omisión en la sentencia dictada por el Tribunal Penal 

1.2.2. Objetivos Específicos: 

-      Determinar qué elementos configuran el uso doloso de un documento falso 

-      Señalar la importancia de practicar la prueba en el sistema penal acusatorio, 

respetando las garantías básicas del debido proceso  

-      Determinar si dentro del proceso N° 02281-2016-00498 Falsificación y Uso de 

Documento Falso, se aplicaron las garantías básicas del debido proceso y de seguridad 

jurídica  
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CAPÍTULO II 

2. CONTEXTUALIZACIÓN DEL CASO 

2.1. Antecedentes del Caso  

Este caso inicia con la denuncia presentada por el señor Santiago Jhonathan Pérez Ortiz, 

el día 20 de Mayo del 2016 ante la Fiscalía General del Estado del Cantón Guaranda, por una 

presunta Falsificación y Uso de Documento Falso tipificado en el artículo 328 del Código 

Orgánico Integral Penal, sucede que el día 24 de Marzo del 2016 las autoridades de la 

Universidad Estatal de Bolívar disponen que se abran las matriculas para la Carrera de Gestión 

de Riesgos, posteriormente el 16 de Mayo del 2016 en horas de la mañana varios alumnos y 

profesores se acercaron a la oficina del señor Santiago Pérez Ortiz – Director del Sistema 

Nacional de Nivelación y Admisión ubicado en la Extensión de la Universidad Estatal de Bolívar 

– San Miguel, a manifestarle que como es posible que el señor Carlos García Espín se encuentre 

matriculado y asistiendo a clases en primer ciclo de la Carrera de Gestión de Riesgos, por lo que 

el señor Santiago Pérez indica que eso es imposible porque el señor Carlos García ya tenía una 

segunda matricula en Nivelación y no había pasado y no podía volver a matricularse por no 

existir tercera matricula según el Reglamento de Nivelación y Admisión.  

Inmediatamente el señor Santiago Pérez se acerca a la Universidad Estatal de Bolívar a 

secretaría de la Carrera de Gestión de Riesgos a verificar si el señor Carlos García se encuentra 

matriculado, al poder verificar que la carpeta del señor estaba con todos los documentos que se 

requieren, pudo observar que consta una certificación supuestamente entregada por el señor 

Santiago Pérez - Director del Sistema Nacional de Nivelación y Admisión con su firma y rubrica 

que era completamente falsa, además constaba el sello que se utiliza para las Certificaciones 
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provenientes del Departamento del Director del Sistema Nacional de Nivelación y Admisión de 

la Universidad Estatal de Bolívar, el cual no es el que se utiliza para esos trámites.  

En la fase de investigación previa se realizaron diligencias para el esclarecimiento de los 

hechos como son: Versiones, Informe Técnico Pericial Documentológico, Información 

proporcionada por parte de la Universidad Estatal de Bolívar.  

Una vez obtenidos todos los elementos de convicción que permitieron deducir la 

existencia del delito fiscalía formula cargos en la audiencia realizada el día 20 de Diciembre del 

2016 en contra del señor Carlos Alfredo García Espín por lo que decide dar inicio a la 

instrucción fiscal que tendrá una duración de 90 días, además en la audiencia de formulación de 

cargos el Juez señala como medida cautelar de carácter personal para el procesado presentarse 

cada 8 días ante la Unidad Judicial Penal del Cantón Guaranda en horas y días laborables.  

Culminada la etapa de Instrucción Fiscal, fiscalía solicita se señale día y hora a fin de que 

se celebre la Audiencia de Evaluación y Preparatoria a Juicio, señalada para el día 05 de Abril 

del 2017 en la que el Juez una vez escuchadas a las partes dicta auto de llamamiento a juicio, en 

donde presentados todos los elementos probatorios, son admitidos en su totalidad. 

En la audiencia de juicio realizada el 15 de Mayo del 2019 se escucha a cada uno de los 

sujetos procesales, el procesado Carlos Alfredo García Espín en su testimonio se declara autor de 

la infracción, por lo que fiscalía renuncia a practicar la prueba tanto testimonial como 

documental, no aplico lo que señala el artículo 509 del Código Orgánico Integral Penal: Si la 

persona investigada o procesada al rendir su versión o testimonio, se declara autora de la 

infracción, la o el fiscal no quedará liberado de practicar los actos procesales de pruebas 

tendiente a demostrar la existencia del delito y la responsabilidad del procesado, disposición que 
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no ha sido cumplida por fiscalía por ello no existe prueba suficiente para configurar el tipo penal. 

Por lo que el Tribunal de Garantías Penales de Bolívar confirma el estado de inocencia y dictan 

sentencia absolutoria a favor del procesado Carlos Alfredo García Espín.  

2.2. Fundamentación Teórica del Caso  

Cabe señalar dos vocablos importantes que deben ser comprendidos, ellos son: la 

falsificación y la falsedad. 

2.2.1. Falsificación  

La falsificación es el acto falsario mediante el cual se reproduce un modelo de documento 

original a semejanza de otro ya existente.  

Como afirma (Cabanellas, 2011) que falsificación es: “La adulteración, corrupción, 

cambio o imitación para perjudicar a otro u obtener ilícito provecho, pues en este caso opera la 

imitación o remedo de alguna cosa con un objetivo ilícito”. (pág. 161) 

De igual forma el (Diccionario Electrónico Jurídico Argentino) manifiesta que: 

“Falsificación es la acción y efecto de falsificar, delito de falsedad que se comete en documento 

público, comercial o privado, en moneda, o en sellos o marcas”. 

Citando a (Ossorio, 1974) declara que falsificación de documentos es: “Un delito que se 

configura por la imitación fraudulenta de ellos, o por la adulteración de uno verdadero, siempre 

que de tales actos pueda resultar perjuicio. Este delito varía en su gravedad según se haya 

cometido en documento público o en documento privado”. (pág. 405) 

Para que la falsificación resulte es necesaria la previa existencia de un documento o de un 

objeto verdadero, que mediante ciertos procedimientos se lo altera y al alterarse, se lo falsifica. 
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A decir de los citados tratadistas, el concepto de falsificación es el acto y producto de la 

adulteración de un bien o de una información. Esto puede responder a distintos motivos, como la 

obtención de un beneficio económico o de un favor en particular, la acción genera un engaño, 

pues la intención es que las personas piensen que el elemento falsificado es el bien original o 

verdadero. 

La falsificación puede ser correcta o errónea, esto no exime de la responsabilidad por este 

delito. Por ejemplo, si se falsifica incorrectamente una sentencia no por ello hay carencia del 

delito, quien haga esto será tan culpable como el que lo hubiera hecho de una forma correcta. No 

existe en la Ley la falsificación cuasi perfecta ni se toma en cuenta la potencialidad para 

perjudicar a terceros, basta que la persona falsifique para que el delito se encuentre consumado 

sin necesidad de haberse ejecutado el perjuicio. 

2.2.2. Falsedad 

Etimológicamente la palabra falsedad proviene del término latino “falsum” que se deriva 

del verbo “fallere” que significa engañar. Por lo que la falsedad sería la ausencia de la verdad. 

Existe falsedad cuando hay alteración o simulación de la verdad, con efectos relevantes, hechas 

en documentos públicos y privados”. 

(Cabanellas, 2011) señala que hay falsedad siempre que se procede con mentira o 

engaño, siempre que se falta voluntariamente a la verdad; puede cometerse con palabras, con 

escritos, con hechos y por uso o abuso. (pág. 161) 

Cabe señalar que una falsedad puede consistir en una mentira, noción que identifica a una 

declaración que oculta o tergiversa la realidad de manera parcial o absoluta, además es lo 

contrario a la verdad, por eso se asocia a la hipocresía o la mentira. 
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Los elementos constitutivos de la falsedad, son:  

o Alteración de la verdad: Se hace por el empleo de medios que hacen aparecer como 

existentes los hechos que no se han producido. 

o Imitación de la verdad: Cuando se presentan signos de autenticidad, con el que se 

intenta engañar y no es necesario que la imitación sea perfecta, pero sí que se pueda 

reconocer como falsedad a primera vista. 

o Que produzca daño: Cuando la alteración a la verdad ocasione un resultado perjudicial. 

o Existencia del dolo, malicia o fraude: Consiste en la consciencia que tiene el agente que 

altera la verdad y que cree en la posibilidad del daño a terceros; es decir, que la ley 

sanciona el hecho de falsear la verdad o alterar dolosamente y se consume desde el 

momento en que se produce la falsedad. 

2.2.2.1. Falsedad Ideológica  

Es aquella donde se suplanta la verdad en el momento de la formación del documento, el 

documento no está terminado, se está formando y el otorgante dice una cosa y el autor de la 

redacción hace aparecer otra. 

Citando a (Zavala, 1994) menciona que se llama “falsificación ideológica porque el 

documento no es falso en sus condiciones esenciales, pero sí son falsas las ideas que se quiere 

afirmar en él como verdaderas”. 

Cuando nos referimos a falsedad estamos indicando que es toda falta de verdad o de 

autenticidad, que puede presentarse en las palabras, documentos que carecen de certeza, 

convirtiéndose en el denominador común de varias acciones jurídicamente punibles, por ello se 

lo define como aquello que va contra la fe pública. 
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La falsedad ideológica se presenta cuando en un documento autentico se consignan o 

insertan hechos o declaraciones falsas, el documento en su esencia es genuino, su contenido es 

falso, constituyéndose en autentico, porque quien solemniza su contenido es un funcionario 

público, en uso de sus atribuciones legales como lo es el notario y solo se puede presentar este 

tipo de falsedades en documentos públicos, porque los documentos privados, son expedidos por 

particulares y no tienen potestad jurídica para dotarlos de autenticidad. 

2.2.2.2. Falsedad Material 

Para (Nuñez, 1999) “La falsedad material se manifiesta cuando el autor hiciere en todo o 

en parte un documento falso o adulterare uno verdadero, de modo que pueda resultar perjuicio”. 

(pág. 489) 

La falsedad material es aquella por la cual el agente crea el instrumento mediante copia 

de un original preexistente o forja íntegramente el instrumento sin relación a modelo 

alguno esto es, crea el documento tanto formal como intelectualmente. Pero en este caso 

no sólo se falsea el documento sino que se crea al otorgante del mismo. (Zavala, 1994) 

Las características comunes de la falsedad material son: 1) la conducta del sujeto 

activo de la infracción, cuando lo hace, adultera, suprime o destruye; 2) el objeto 

material, que lo constituye el documento afectado; 3) la voluntad, que es la parte 

subjetiva, cuando toma conciencia del hecho de la falsedad, todas las veces que la 

mutación de la verdad recae sobre la escritura, en cuanto aparece escrito el documento, lo 

que según la verdad debía estar escrito de manera distinta, o en cuanto no aparece escrito 

allí, en lo que debería estarlo, o ya porque los conceptos verdaderos fueron después 
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borrados, cambiados o modificados con adiciones o apostillas falsas por una mano 

perversa. (Borja, 1977) 

Cuando la falsedad se produce en base a un documento preexistente, estamos ante una 

falsedad material, pues se hace creer que ese es un instrumento original; pero si en el documento 

constan expresiones de voluntad o hechos que no son reales y que no es imitado, estamos frente a 

la falsedad ideológica. 

2.2.3. Documento 

Etimológicamente la palabra documento proviene del latín documentum, que significa 

enseñar, informar o hacer conocer un hecho o pensamiento; cuyo objeto forma parte del acervo 

jurídico de las legislaciones del mundo pues constituye un concepto fundamental para reconocer 

los delitos falsarios. Se dice que tiene una doble función, perpetuar un hecho y servir como 

medio de prueba. 

Documento es todo objeto cultural representativo de una cosa, hecho o acto 

humano, destacando la intervención del hombre, en forma directa o indirecta, 

constituyendo un objeto cultural, no natural, cuyo objeto representa un contenido, 

suponiendo implícitamente un autor que produce el documento. (Welzel, 2005, págs. 

97,98) 

Así también (Etcheberry, 1961) define al documento como “Todo objeto que representa 

un hecho o una manifestación de pensamiento, emanado de un autor y fijado en forma 

permanente”. (pág. 52) 
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Es por ello que un documento es la constancia escrita, ya sea de forma física o virtual, 

que plasma las características de un hecho o circunstancia, todas las personas, cuando realizamos 

trámites antes las autoridades, utilizamos documentos para sustentar los hechos que queremos 

demostrar, asimismo, un documento puede ser el resultado de un trabajo. 

2.2.4. Documento Público 

Son documentos públicos los autorizados por un notario o un funcionario público 

competente, con las solemnidades requeridas por la ley. 

El Art. 205 del Código Orgánico General de Proceso en el Art. 205 establece: 

Documento público es el autorizado con las solemnidades legales, de esta frase se 

extraen dos ideas esenciales la primera es que el documento tiene que haber sido 

autorizado y lo cual presupone la existencia de una facultad, una potestad del funcionario 

público para llevar a cabo tal autorización. (COGEP, 2015, Art. 205) 

El acto de “autorizar”, supone la capacidad otorgada por la ley a un servidor público o 

quien tenga la delegación pública de hacerlo, de tal forma que dicho acto este revestido de 

presunción de legalidad y legitimidad. El segundo aspecto delimitado por el mencionado 

artículo, es el referido al cumplimiento de las solemnidades legales, que significa cumplir con las 

exigencias formales establecidas en la legislación, para dotar de garantía pública al documento. 

Teniendo en cuenta estos dos aspectos, no puede existir confusión con el documento privado, el 

cual es ejecutado por particulares, es decir, el documento público es el otorgado ante notario, o 

por una autoridad pública, lo que excluye, automáticamente que cualquier particular, pueda 

realizarlo. 
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El COGEP establece un listado de partes esenciales del documento, cuya omisión pudiera 

provocar su nulidad (COGEP, 2015, Art. 206). Entonces, todo documento público debe contener 

los nombres de los otorgantes, ello es, los que participan en el mismo, así como de los testigos, el 

notario actuante o secretario, fijando así el elemento subjetivo del instrumento. Unido a ello, el 

objeto del documento, o sea, la cuestión que origina la necesidad de realizarse; los 

pronunciamientos esenciales en cuanto a derechos y obligaciones; el lugar y fecha en que hubo 

de otorgarse, y la firma de los intervinientes. 

En cuanto a la eficacia probatoria de un documento público, éste da fe, o sea, da certeza 

solamente en cuanto a su otorgamiento, fecha y declaraciones (COGEP, 2015, Art. 208); pero no 

de la veracidad de las declaraciones que contiene, en esta parte solo hace fe contra los 

declarantes. Muchos pueden coincidir en que, el documento público, por el carácter y naturaleza 

inherente al mismo, es prueba plena de un hecho dentro de un proceso, aunque no siempre es así. 

Las declaraciones realizadas por los otorgantes del documento público, sí han sido ofrecidas ante 

un funcionario público, deben presumirse ciertas, por cuanto de no serlas, se podría estar en la 

tipificación del delito de perjurio y falso testimonio, preceptuado en el artículo 270 del Código 

Orgánico Integral Penal Ecuatoriano. 

Sin duda, en un documento público pueden hacerse constar hechos o circunstancias que 

no son ciertas, pues el notario actuante, ante el que se hace constar dichos acontecimientos o 

información, desconoce la verdad sobre ellos, y por ende, en muchos casos solo tiene el deber de 

advertir a los otorgantes los efectos jurídicos de las declaraciones falsas. 
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2.2.5. Documento Privado 

Para (Cabanellas, 2011) “El documento privado es un documento simple redactado por 

las partes, sin la intervención de ninguna autoridad pública que certifique el acto”. 

Citando a (Ossorio, 1974) manifiesta que “El documento privado es el redactado por las 

partes interesadas, con testigos o sin ellos, pero sin intervención del profesional del derecho o un 

funcionario para darle fe o legalidad”. 

El concepto de documento privado se caracteriza por su imprecisión y vaguedad, 

no faltando autores que optan por declarar que documentos privados son aquellos que, 

teniendo carácter documental, no son ni públicos, ni mercantiles, ni certificados. Esto es 

una definición que parece contentarse con otorgar un carácter residual al documento 

privado. Pero esta apariencia residual no lo es tanto si se repara en que, en cualquier caso 

ese objeto ha de tener carácter documental, y eso, sumado a las notas negativas, permite 

configurar un concepto más preciso, en el que aparecerán los siguientes elementos:  

a) Expresión de un pensamiento o idea, fijado a un soporte que le proporcione 

solidez y permanencia, sea o no un escrito sobre papel. Cabría, por lo tanto, una 

grabación de una conversación, un dibujo, un disco de ordenador personal, etc.  

b) Que esa idea o pensamiento pueda ser atribuida a alguna persona, aunque no 

conste firma, pues si no sólo son documentos los escritos, está fuera de lugar incluir la 

firma, que en cambio sí es esencial para ciertos documentos públicos.  

c) Que sea posible situar en el tiempo el momento de expresión de ese 

pensamiento.  
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d) Que esa idea o pensamiento tengan o puedan tener interés o trascendencia para 

el tráfico jurídico y, concretamente, puedan llegar a ser prueba de algo que jurídicamente 

sea relevante para una o más personas, hayan intervenido o no en la creación del 

documento. (Olivares, 1987, págs. 36-39) 

El documento privado lo regula el COGEP a partir de su artículo 216, expresando que: 

“Es el que ha sido realizado por personas particulares, sin la intervención de funcionario público 

alguno, o con éstos, en asuntos que no son de su empleo”. De este concepto legal, se extrae un 

conjunto de elementos. En primer lugar, atribuye la confección del documento, a personas o 

individuos particulares, en la que no participó un funcionario público en asuntos de su empleo. 

Esta concepción deja clara la idea de que la realización de cualquier documento entre personas 

particulares, es de carácter privado, y en principio, puede ser aportado a un proceso, siempre bajo 

la observación de que puede ser impugnado. 

Una segunda idea que también resulta interesante, es que sin un funcionario público 

interviene en el otorgamiento de un documento, sin que lo haga como tal, el documento sigue 

siendo privado, como es el caso en el que un notario vende su televisor a un particular. 

Un aspecto relevante, en cuanto al documento privado, es el hecho de que en el caso de 

ser impugnado por la contraparte, o por quien dice no haberlo firmado, se puede exigir el 

reconocimiento de firma y rúbrica a quien se presume fue su autor, de forma tal que pueda 

confirmarse la autoría del mismo (COGEP, 2015, Art. 217). El documento privado reconocido, 

certificado o protocolizado nunca se entenderá como público (COGEP, 2015, Art. 218). 

2.2.6. Elementos para la Constitución del Uso Doloso del Documento Falso 

Para que el uso de documento falso sea considerado como doloso, debe estar presente: 
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o Conocimiento: Conjunto de habilidades, destrezas, procesos mentales e información 

adquiridos por el individuo, cuya función es ayudarle a interpretar la realidad, resolver 

problemas y dirigir su comportamiento. 

o Voluntad: Facultad humana para elegir o rechazar las cosas, tomar decisiones o actuar de 

determinada manera.  

o Conciencia: Es el conocimiento que un individuo tiene de sus pensamientos, sus 

sentimientos y sus actos. 

o Daño: Es un perjuicio que sufre una persona o su patrimonio por culpa de otro sujeto.  

2.3. La Prueba 

2.3.1. La Prueba en el Proceso Penal 

En sentido general, se constituye a la prueba como un mecanismo que tienen las partes 

intervinientes en el proceso para establecer la verdad de los hechos tratados en el litigio y que 

servirán de convicción para que la o el juzgador resuelva el caso en base a ellos. 

Cabe señalar que cada materia cuenta con procesos especiales para su tramitación, es así 

que, en materia civil, destaca el principio dispositivo y de la verdad formal, en cambio, en el 

proceso penal, siempre prevalecerá la verdad material, en donde los órganos jurisdiccionales 

tienen facultades superiores en comparación con la materia civil respecto a la actividad 

probatoria. 

La preocupación por la prueba es antigua y se justifica porque la acreditación 

probatoria de un hecho incierto merecedor de la consideración de un delito lleva siempre 

aparejadas consecuencias muy graves, generalmente de privación de derechos. Es por lo 
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que administrar la prueba, decidir sobre ella, confiere poder. De ahí la preocupación por 

el uso judicial de ese instrumento en el juicio. (Ibánez, 2009, págs. 27,28) 

La acusación necesita siempre pruebas y sólidas, de aquí que, para que una acusación 

pueda lograr la culpabilidad de una persona en un proceso penal, deberá contar con los medios 

de prueba suficientes, y que a su vez logren acreditar los hechos en que se fundan. Además, se 

debe tomar en cuenta que, no basta con el simple hecho de contar con estos medios de prueba, 

pues, para que estos sean admitidos deberán estar sujetos a ciertos requisitos que la ley determina 

para ello. 

En efecto, nuestro Código Orgánico Integral Penal en sus artículos 454 y 455, determina 

ciertos parámetros para que la prueba sea admitida en el proceso, entre ellos constan:  

1. Los principios en que se deben regir las pruebas estos son; oportunidad, 

inmediación, contradicción, libertad probatoria, pertinencia, exclusión y el principio de 

igualdad de oportunidad para la prueba.  

2. El nexo causal, es decir, para que la prueba aportada dentro del proceso sea 

válida, deberá tener relación entre la infracción y la persona procesada. (COIP, 2014, 

Arts. 454,455) 

La o el juzgador deberá valorar la prueba de acuerdo a los criterios de valoración que la 

ley determina. Pues bien, nuestro Código Orgánico Integral Penal determina que para ello los 

administradores de justicia deberán verificar que la prueba aportada se sujete a los parámetros de 

legalidad, autenticidad, que haya sido sometida a cadena de custodia, y que, los informes 

periciales, de ser el caso que se presenten, cuenten con el grado de aceptación científica y 

técnica. 
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En resumen, el proceso penal, por su misma naturaleza es una materia en la cual se 

juegan varios derechos, entre ellos, el derecho a la libertad, derecho reconocido por nuestra 

Constitución de acuerdo lo determina el capítulo sexto en su artículo 66. 

Es por ello que, para que la o el juzgador, pueda emitir una sentencia de condena deberá 

verificar que las pruebas aportadas en el proceso reúnan todas las características que la ley 

determina para tal efecto, pues de no ser así, no será considerada válida y se desechará, por así 

decirlo. 

2.3.2. Los Medios De Prueba 

Nuestro COIP contempla tres medios de prueba por los cuales las partes pueden acreditar 

sus pretensiones y la verdad de los hechos. Estos son: el documento, el testimonio y la pericia. 

(COIP, 2014, Art 498) 

2.3.3. Documental 

(Cabanellas, 2011) establece que “Documento es un instrumento, escritura, escrito con 

que se prueba, confirma o justifica una cosa o, al menos, que se aduce con tal propósito” (pág. 

133). 

El documento es un medio de prueba. Debo manifestar que el COIP no contempla una 

definición exacta del mismo, pero sí establece las reglas por las cuales deberá basarse, sea este 

físico o digital, (COIP, 2014, Arts. 499 y 500). 

Se considera al documento como la aportación material dentro del proceso, aclarando 

también que (Carnelutti, 1961) decía que “no solo podía ser material, sino también una cosa 

representativa, que sea capaz de representar algún hecho”. (pág. 43) 
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Existen dos tipos de prueba documental: los documentos públicos y documentos 

privados. 

Entiéndase por documento público a todo aquel otorgado por un funcionario público en 

ejercicio de sus funciones y cumpliendo todos los requisitos que la ley determina para el efecto. 

El documento privado por su parte es todo documento otorgado por particulares. Todo 

documento privado que se quiera aportar en el proceso deberá al igual que el público, reunir 

todas las solemnidades que la ley determine para su validez.  

Deberá además ser presentado en original o en caso de no ser posible, se puede presentar 

una copia auténtica, acreditada a través de un notario público. Los documentos privados tendrán 

la misma fuerza probatoria al igual que los públicos, siempre y cuando sean admitidos dentro del 

proceso, una vez declarada su validez. 

2.3.4. Testimonial 

La prueba testimonial por su parte es aquella rendida por un testigo. Pero, ¿Que es un 

testigo? Se considera como testigo a toda persona que ha percibido a través de sus sentidos una 

cosa o hecho determinado y que además rinde su declaración sobre los hechos controvertidos, 

ante autoridad competente dentro de un proceso judicial. 

Es decir, el testigo transmitirá todos sus conocimientos sobre el suceso materia de litigio 

al juez. Su narración siempre estará dirigida a probar un hecho, pues, en un proceso, la prueba 

aportada por las partes procesales tiene como finalidad, corroborar la verdad de los hechos 

presentados en sus correspondientes reclamaciones. 
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El testimonio consiste en la declaración que hace una persona ante el juez sobre 

los hechos apreciados por sí mismos, dentro de aquellos podemos encontrar a la víctima, 

la persona procesada, terceros intervinientes en el proceso, denominados como testigos, 

profesionales (peritos) y demás, que la ley les faculte intervenir en el proceso. (Ibánez, 

2009) 

Dentro de este contexto, podemos hacer alusión a la definición que contempla nuestro 

COIP en su artículo 501 acerca del testimonio, el mismo determina que: “El testimonio es el 

medio a través del cual se conoce la declaración de la persona procesada, la víctima y de otras 

personas que han presenciado el hecho o conocen sobre las circunstancias del cometimiento de la 

infracción penal.” (COIP, 2014, Art. 501) 

Además que, “El testimonio se valorará en el contexto de toda la declaración rendida y en 

relación con las otras pruebas que sean presentadas.” (COIP, 2014, Art. 502 num.1). De acuerdo 

a ello, el juzgador se limitará a valorar en sentido estricto los testimonios rendidos dentro del 

proceso. 

2.3.4.1. El Testimonio Anticipado 

El testimonio anticipado consiste en aquel “que se realiza en un momento anterior al del 

inicio del juicio oral, motivado por la imposibilidad material de practicarla en este acto”. 

Como característica primordial, se determina que el testimonio anticipado es la prueba 

practicada en un momento anterior al establecido legalmente, pero que cumple con las mismas 

solemnidades legales y mismo valor probatorio que las demás pruebas dentro del proceso.  
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El artículo 502 numeral 2 del COIP determina que se receptarán testimonios anticipados 

únicamente a: 

1. Las personas gravemente enfermas.  

2. Las personas físicamente imposibilitadas.  

3. Aquellas que vayan a salir del país.  

4. Las víctimas  

5. Los testigos protegidos.  

6. Personas que se encuentren en calidad de informantes.  

7. Los agentes encubiertos, y  

8. Quienes demuestren no poder comparecer a la audiencia de juicio. 

En concreto, conforme lo determina el COIP se receptará el testimonio anticipado 

únicamente a aquellas personas que por su situación de imposibilidad, no pueden acudir a la 

audiencia de juicio a rendir su testimonio. 

2.3.5. Pericial 

Es el medio de prueba que consiste en la manifestación de los hechos exteriorizados 

en un documento obtenido a través de la práctica de su profesión en una persona o cosa y 

que, posteriormente estos estudios serán declarados ante el juez, con el fin de acreditar y 

explicar los resultados obtenidos.  
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Mencionado lo anterior, la prueba pericial consiste en la emisión de informes elaborados 

por personas profesionales en el área de estudio que se va a realizar la pericia, para así dar un 

informe final, de acuerdo a los estudios realizados en la cosa o persona que se vaya a realizar la 

pericia. 

2.3.6. Valoración de la Prueba en el Proceso Penal 

De las pruebas practicadas le corresponderá al tribunal valorarlas, es decir, en este 

momento procesal se evidenciará el grado de convicción o persuasión de la prueba 

practicada, que puede ser positivo, en cuyo caso habrá logrado el fin de la prueba (convicción 

judicial), o negativo al no alcanzar dicho fin. (Piva F. , 2018, págs. 33,34)  

En todo caso, la valoración de las pruebas que realice el tribunal radicará en aquellas que 

han sido practicadas dentro del proceso por las partes procesales.  

Es por lo tanto, una actividad intelectual que corresponde realizar exclusivamente al 

órgano jurisdiccional, sin perjuicio de que las partes, durante las sesiones del juicio oral, 

dediquen gran parte a sus informes orales a examinar, analizar y, en definitiva, valorar la prueba 

practicada. 

De la misma forma, el COIP en su artículo 457 determina que: “La valoración de la 

prueba se hará teniendo en cuenta su legalidad, autenticidad, sometimiento a cadena de custodia 

y grado actual de aceptación científica y técnica de los principios en que se fundamenten los 

informes periciales”. 

La legalidad de la prueba hace referencia a que, para que la prueba tenga valor probatorio 

dentro del proceso penal, deberá haber sido obtenida o actuada sin violación a la CRE, conforme 
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lo determina en su artículo 76 numeral 4. “Incluye por supuesto, la obtención de pruebas 

obtenidas prescindiendo total y absolutamente del procedimiento” (Piva F. , 2018, pág. 153) 

además que, deberá haber sido incorporada en el momento procesal oportuno conforme lo 

determina la ley. 

Así mismo, será causal de exclusión “Toda prueba o elemento de convicción obtenidos 

con violación a los derechos establecidos en la Constitución, en los instrumentos internacionales 

de derechos humanos o en la Ley, carecerán de eficacia probatoria, por lo que deberán excluirse 

de la actuación procesal”. (COIP, 2014, Art. 454 núm. 6) 

La autenticidad por su parte, hace referencia a que, la prueba introducida en el proceso y 

practicada a su vez deberá ser real, no se concebirá dentro del proceso una prueba alterada, pues 

pierde su valor probatorio dentro del proceso. 

2.4. Debido Proceso 

El debido proceso es un conjunto de garantías que permiten que ninguna persona sea 

juzgada sin que se respete el procedimiento establecido en la ley y que este sea cumplido a 

cabalidad por la autoridad competente, haciendo que el órgano jurisdiccional actúe estrictamente 

conforme a lo estipulado por la ley, respetando la igualdad entre las partes, de tal modo que el 

debido proceso protege a todas las personas, ya que, cualquier proceso carecerá de validez 

jurídica si no se cumplen estas garantías básicas. 

El debido proceso es un derecho fundamental contentivo de principios y garantías 

que son indispensables de observar en diversos procedimientos para que se obtenga una 

solución sustancialmente justa, requerida siempre dentro del marco del Estado social, 

democrático y de derecho. (Agudelo, 2000) 
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La Corte Constitucional del Ecuador, señala: “El debido proceso es sin duda un 

pilar fundamental para la defensa de los derechos de las personas que intervienen dentro 

de un juicio, permitiendo la articulación de varios principios y garantías básicas que 

permiten una correcta administración de justicia”.  

Es importante señalar que: El derecho al debido proceso, está reconocido expresamente 

en el Art. 76 de la Constitución de la República del Ecuador; es decir, que por mandato 

constitucional en nuestro país, para todos los procesos, sean civiles, penales, transito, laborales, 

policiales y otros, se debe aplicar el sistema oral y público con observancia de las garantías 

básicas que gobiernan el debido proceso, sin menoscabo de otras que establezca la Constitución, 

los Instrumentos Internacionales, las Leyes o la Jurisprudencia.  

2.4.2. Tutela Judicial Efectiva 

El artículo 75 de la Constitución dispone: “Toda persona tiene derecho al acceso gratuito 

a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a 

los principios de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en indefensión. El 

incumplimiento de las resoluciones judiciales será sancionado por la Ley”. (CRE, 2008, Art 75) 

La Corte Constitucional ha desarrollado el contenido de la tutela judicial efectiva, y al 

hacerlo a sostenido consistentemente que esta se compone de tres supuestos, a saber: 1. El acceso 

a la administración de justicia; 2. La observancia de la debida diligencia; y. 3. La ejecución de la 

decisión. Como parte de la tutela judicial efectiva, se reconoce a las partes el derecho a obtener 

una solución al conflicto, esto es, una sentencia que resuelva sobre el fondo de la controversia de 

manera motivada. (Corte Constitucional del Ecuador “Sentencia N° 1943-12-EP/19” párr.45). 
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En términos simples, la tutela judicial efectiva es el derecho de toda persona de acudir a 

los jueces competentes y obtener su atención bajo las garantías procesales, que no son otras que 

las del debido proceso, para que dichas autoridades conozcan el caso, lo resuelvan y ejecuten lo 

resuelto. La persona que acude ante los órganos judiciales, lo hace para solicitar la tutela jurídica 

de sus derechos e intereses.  

2.4.3. La Seguridad Jurídica 

La seguridad jurídica no es otra cosa que la posibilidad que el Estado debe darnos 

mediante el derecho, de prever los efectos y consecuencias de nuestros actos o de la 

celebración de los contratos para realizarlos en los términos prescritos en la norma, para 

que ellos surtan los efectos que deseamos o para tomar las medidas actualizadas para 

evitar los que no deseamos, y que podrían producirse según la ley. (Falconi, 2013) 

Determinando así, que la seguridad jurídica consiste en la aplicación objetiva de la ley, en  

otro sentido se determina que los ciudadanos conozcan cuáles serán las consecuencias que van a 

tener sus comportamientos con el Estado y con las demás personas, la existencia de la Ley 

favorece a la estabilidad y la armonía, por lo tanto a lo largo de la historia ha sido necesario  que 

se vaya creando un conjunto de disposiciones legales, que en un sentido amplio nos dispongan lo 

que podemos hacer y lo que no dentro de una sociedad, manteniendo así la paz social dentro de 

un territorio. 

El Art. 82 de la Constitución de la República del Ecuador dispone: “El derecho a la 

seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas 

jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes”. 
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Por lo dicho, se expresa que la seguridad jurídica se genera a partir de un derecho 

positivo que mantiene el orden social, porque regula la conducta humana dentro de la sociedad, 

pero se debe fomentar el respeto a la Constitución y a la ley, estableciendo así que, cada persona 

conoce sus derechos, pero también debe conocer sus obligaciones y cuáles son las consecuencias 

de sus conductas. 

2.5. Fiscalía General del Estado 

La Constitución de la República del Ecuador en su artículo 194 establece: “La Fiscalía 

General del Estado es un órgano autónomo de la Función judicial, único e indivisible, funcionará 

de forma descentralizada y tendrá autonomía administrativa, económica, financiera. La Fiscal o 

el Fiscal General es su máxima autoridad y representante legal y actuará con sujeción a los 

principios constitucionales, derechos y garantías del debido proceso.” 

2.5.1. Titular de la Acción Penal Pública 

La Fiscalía, ejercerá la acción penal pública cuando tenga los elementos de convicción 

suficientes sobre la existencia de la infracción y de la responsabilidad de la persona procesada. 

(COIP, 2014, Art. 411) 

(Cabanellas, 2011) señala que el fiscal es: “Protagonista principal, por cuanto el proceso 

de esta índole se basa en la acusación, que el fiscal ejerce en todo caso cuando se trata de acción 

pública”. 

El Agente Fiscal de conformidad a nuestro derecho positivo es un funcionario estatal que 

conforma y representa a la Fiscalía, su rol se fundamenta en el ejercicio de la acción penal 

pública, mediante las funciones de investigación y acusación de los delitos de carácter público. 
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2.5.2. Atribuciones de la o el Fiscal 

El artículo 195 de la Constitución del Ecuador del 2008 determina las funciones de la 

Fiscalía General del Estado:  

“La Fiscalía dirigirá, de oficio o a petición de parte, la investigación pre procesal 

y procesal penal; durante el proceso ejercerá la acción pública con sujeción a los 

principios de oportunidad y mínima intervención penal, con especial atención al interés 

público y a los derechos de las víctimas. De hallar mérito acusará a los presuntos 

infractores ante el juez competente, e impulsará la acusación en la sustanciación del juicio 

penal”.  

Así mismo el artículo 444 del COIP determina las siguientes: 

1. Recibir denuncias escritas o verbales en los delitos en los que procede el 

ejercicio público de la acción.  

6. Recibir las versiones de la víctima y de las personas que presenciaron los 

hechos o de aquellas a quienes les conste algún dato sobre el hecho o sus autores.  

7. Solicitar a la o al juzgador, en los casos y con las solemnidades y formalidades 

previstas en este Código, la recepción de los testimonios anticipados aplicando los 

principios de inmediación y contradicción, así como de las víctimas de delitos contra la 

integridad sexual y reproductiva, trata de personas y violencia contra la mujer o 

miembros del núcleo familiar.  

11. Solicitar a la o al juzgador que dicte las medidas cautelares y de protección 

que considere oportunas para la defensa de las víctimas y el restablecimiento del derecho. 
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Igualmente podrá pedir la revocatoria o cesación de dichas medidas cuando estime que la 

investigación practicada ha permitido desvanecer los indicios que las motivaron.  

13. Aplicar el principio de oportunidad.  

14. Disponer la práctica de las demás diligencias investigativas que considere 

necesarias. 

Cabe señalar que el artículo 282 del Código Orgánico de la Función Judicial establece las 

siguientes: 

1. Dirigir y promover, de oficio o a petición de parte, la investigación pre procesal 

y procesal penal, en casos de acción penal publica; de hallar merito acusar a los presuntos 

infractores ante el Juez competente e impulsar la acusación en la sustanciación del juicio 

penal; 

3. Garantizar la intervención de la defensa de los imputados o procesados en las 

indagaciones previas y las investigaciones procesales por delitos de acción pública, 

quienes deberán ser citados y notificados para los efectos de intervenir en las diligencias 

probatorias y aportar pruebas de descargo, cualquier actuación que viole esta disposición 

carecerá de eficacia probatoria; 

10. Las demás determinadas en la Constitución y la ley.  

2.5.3. Responsabilidad Administrativa por el Ejercicio de sus Funciones 

La responsabilidad administrativa es el asumir por parte de los funcionarios y servidores 

públicos en general, los efectos jurídicos que emanaron de ellos por sus actos.  



 

 

45 

 

La responsabilidad administrativa de los servidores públicos, administrativos o judiciales 

nace en la disposición contenida en el artículo 233 de la Constitución de la República del 

Ecuador, que prescribe que ningún servidor público estará exento de responsabilidades por los 

actos u omisiones cometidos en el ejercicio de sus funciones.  

Dicha responsabilidad administrativa de los servidores públicos debe ser declarada por el 

órgano o autoridad competente, en otras palabras, no podemos hablar de responsabilidad 

administrativa sin hacer mención del órgano o autoridad administrativa a quien corresponde 

declararla. Por tanto, cuando nos referimos a la responsabilidad administrativa de los servidores 

judiciales, necesariamente tenemos que referirnos al órgano que tiene la potestad de sancionar 

administrativamente y ese órgano sancionador dentro de la Función Judicial es el Consejo de la 

Judicatura por expreso mandato del numeral 5 del artículo 181 de la Constitución de la 

República del Ecuador y del artículo 254 del Código Orgánico de la Función Judicial.  

Por otra parte el artículo 172 de la Constitución de la República del Ecuador ordena a los 

servidores judiciales aplicar el principio de debida diligencia, al establecer textualmente lo 

siguiente: “Las servidoras y servidores judiciales, que incluyen a juezas y jueces, y los otros 

operadores de justicia, aplicaran el principio de debida diligencia en los procesos de 

administración de justicia”.  

Este principio de debida diligencia se encuentra también reconocido en el artículo 15 del 

Código Orgánico de la Función Judicial, el cual establece que: “Todas las servidoras y servidores 

de la Función Judicial, cualquiera sea su denominación, función, labor o grado, así como los 

otros operadores de justicia, aplicaran el principio de la debida diligencia en los procesos a su 

cargo. Serán administrativa, civil y penalmente responsables por sus acciones u omisiones en el 
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desempeño de sus funciones, según los casos prescritos en la Constitución, las leyes y los 

reglamentos”. 

2.6.  Elementos Configuradores del Delito 

¿Qué es el delito de falsificación y uso de documento falso? El COIP establece: “Artículo 

328.- Falsificación y uso de documento falso.- La persona que falsifique, destruya o adultere 

modificando los efectos o sentido de los documentos públicos, privados, timbres o sellos 

nacionales, establecidos por la Ley para la debida constancia de actos de relevancia jurídica, será 

sancionada con pena privativa de libertad de cinco a siete años. Cuando se trate de documentos 

privados la pena será de tres a cinco años. El uso de estos documentos falsos, será sancionado 

con las mismas penas previstas en cada caso”. 

Ahora bien, entendemos lo que es este delito, pero, ¿Qué se requiere para que un hecho 

sea punible? El mismo COIP da la respuesta a ello, de tal forma que en su artículo 18 determina 

que la infracción penal es “la conducta típica, antijurídica y culpable”, por lo tanto, deberá 

cumplir con estos requisitos para que el delito sea sancionado. 

Con el propósito de elaborar un estudio comprensible, me permito realizar un análisis de 

forma detallada de los elementos configuradores del delito en el caso planteado. 

1. Conducta 

Son conductas penalmente relevantes las acciones u omisiones que ponen en peligro o 

producen resultados lesivos, descriptibles y demostrables. (COIP, 2014, Art. 22) 
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“En todo tipo hay una conducta, entendida como comportamiento humano (acción u 

omisión) que vienen descritas en los códigos penales por un verbo rector.” (Peña & Almanza, 

2010, pág. 141) 

Dentro de este contexto, se determina que en el presente caso: 

o El delito fue cometido por acción, por parte del señor  Carlos Alfredo García Espín  (en 

adelante autor).  

o La conducta descrita en el tipo penal del artículo 328 del COIP y por la cual fue 

sancionado la persona infractora es por falsificar (verbo rector) la certificación que 

supuestamente fue otorgada por el Director del Sistema de Nivelación y Admisión, así 

como también el sello de la Universidad Estatal de Bolívar y la firma y rubrica del señor 

Santiago Pérez  (en adelante víctima). Por lo tanto, se cumple este requisito. 

1.1. Elementos de la Conducta 

1.1.1. Voluntad 

Llamamos voluntad a la libre determinación de querer realizar o no ciertos actos 

En este caso, se comprobó que el autor de este delito falsifico la certificación que 

supuestamente fue entregada por el señor Santiago Pérez - Director del Sistema Nacional de 

Nivelación y Admisión con su firma y rubrica la cual necesitaba para matricularse en primer 

ciclo de la Carrera de Gestión de Riesgos de la Universidad Estatal de Bolívar, con plena 

voluntad y conciencia.  

1.1.2. Exteriorización 

Del mismo modo, una conducta se exterioriza por acción u omisión. 



 

 

48 

 

Toda voluntad humana tiene un fin que puede exteriorizarse o no. Siempre y cuando 

dichas acciones u omisiones tengan consecuencias jurídicas es de interés para el derecho penal. 

Por su parte, si no existen resultados antijurídicos por dicha exteriorización, nada le 

interesa al derecho penal. Pues, se entiende que se sancionan las acciones u omisiones, más no, 

los meros pensamientos. 

En este sentido y regresando al caso, al momento que el autor hace un uso doloso de esa 

certificación falsa, se pudo matricular, por lo tanto, el delito se exterioriza. 

1.2. Excluyentes de la Conducta 

“No hay comportamiento si no está presente la voluntad; es decir, el control, dominio o 

dirección de nuestros actos. Así, la mayoría de excluyentes de la conducta descansa en la 

ausencia o falta de voluntad”. (Benavente, 2011, pág. 169) 

Nuestro COIP en su artículo 24 determina que: “No son penalmente relevantes los 

resultados dañosos o peligrosos resultantes de fuerza física irresistible, movimientos reflejos o 

estados de plena inconsciencia, debidamente comprobados”. 

1.2.1. Fuerza Física Irresistible 

“Es aquella fuerza material que imposibilita desde todo punto al sujeto para moverse 

o dejarse de mover; es decir, aquella energía proveniente de la naturaleza o de un tercero, que 

es de tal magnitud que la persona que la recibe no puede resistirlo, venciendo su voluntad y 

perdiendo la capacidad de controlar sus movimientos”. (Benavente, 2011, pág. 170) 

Haciendo alusión a este concepto, se determina que no existió fuerza física irresistible en 

este caso, por lo tanto, por este punto no se excluye la conducta. 
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1.2.2. Movimientos Reflejos 

Los movimientos reflejos son reflejos condicionados que no constituyen conducta, ya 

que dichos movimientos no son controlados o producidos por la voluntad de la persona. Se 

caracterizan, por tanto, por el estímulo sensorial que es transformado en movimiento sin 

intervención de la conciencia o de la voluntad. (Benavente, 2011, pág. 170) 

En el mismo sentido, del caso planteado, se determina que no se constituye como 

excluyente de la conducta, pues el hecho ilícito fue realizado con voluntad. 

1.2.3. Estados de Plena Inconsciencia 

“Los estados de inconsciencia o situaciones ajenas a lo patológico (sueño, sonambulismo, 

hipnotismo). Se tratan de momentos en los que el sujeto que realiza la acción no es plenamente 

consciente de sus actos”. (Benavente, 2011, pág. 170) 

Por lo tanto, de acuerdo a los argumentos expuestos con anterioridad y del estudio del 

caso, se determina que no existe ninguna excluyente de la conducta que exima a la autora de 

responsabilidad alguna. 

2. Tipicidad 

“Los tipos penales describen los elementos de las conductas penalmente relevantes”. 

(COIP, 2014, Art. 25). Es decir, cada tipo penal descrito en el COIP, se constituyen en conductas 

que pueden ser realizadas por las personas y que a su vez serán sancionadas por la misma norma. 

La tipicidad es: “La adecuación del acto humano voluntario ejecutado por el sujeto a la 

figura descrita por la ley penal como delito”. (Peña & Almanza, 2010, pág. 132) 
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“La tipicidad, entonces es, la característica de la conducta de adecuarse en forma perfecta 

a la descripción de la conducta prohibida”. (Benavente, 2011, pág. 173) 

El término tipicidad pretende poner en evidencia que para que exista delito es necesario 

que dicha conducta sea anteriormente tipificada y posteriormente se ajuste al comportamiento de 

la norma penal; puesto que dicha actuación daña la convivencia social, de esta manera, lo que se 

busca es sancionar la infracción cometida con una pena, evitando que el órgano jurisdiccional 

abuse de su poder con el objeto de perjudicar a alguien. 

A este propósito debo referir lo siguiente; la tipicidad manifiesta que es la adecuación de 

la conducta humana al tipo penal descrito en la norma, por lo tanto, para que un hecho sea ilícito 

debe adecuarse a lo anteriormente tipificado en la ley penal.  

Regresando al caso, para determinar si existió tipicidad debo realizar el siguiente análisis: 

o Al momento de cometerse este ilícito ¿Se encontraba tipificado este tipo penal en el 

COIP? Si, artículo 328 

o La conducta realizada por el actor ¿Se adecúa al tipo penal? Si, esto es, haber falsificado 

la certificación que supuestamente fue entregada por el señor Santiago Pérez - Director 

del Sistema Nacional de Nivelación y Admisión con su firma y rubrica y haber hecho un 

oso doloso de ese documento.  

De acuerdo a este análisis se determina que, la conducta realizada por el actor se adecúa 

al tipo penal descrito en la norma, por lo tanto, se califica la tipicidad de la acción. 
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2.1. Elementos 

2.1.1. Tipo Objetivo 

“Se entiende que el tipo objetivo contiene la descripción de un acontecer exterior, 

perceptible por los sentidos”. (Benavente, 2011, pág. 173) 

2.1.1.1. Sujeto Activo 

En términos generales, se denomina sujeto activo a la persona contra quien se conjuga el 

verbo rector, es decir, la persona a quien se le atribuye la comisión (acción u omisión) de una 

infracción y que será sancionada con una pena. 

El sujeto activo de acuerdo a los hechos materia de juzgamiento puede ser cualquier 

persona sin que se necesite ninguna calidad especial para que se constituya el tipo penal. 

Ahora bien, de acuerdo al caso materia de estudio, se concibe que el sujeto activo en esta 

causa sea el señor Carlos Alfredo García Espín, al ser la persona que, en calidad de autor directo 

falsifico y utilizo de manera dolosa ese documento.  

2.1.1.2. Sujeto Pasivo 

El sujeto pasivo del delito “Es el titular del interés jurídico lesionado o puesto en 

peligro”. (Benavente, 2011, pág. 174) 

Y en efecto, el sujeto pasivo del delito es la víctima, el señor Santiago Jhonathan Pérez 

Ortiz quien en ese entonces, como Director del Sistema de Nivelación y Admisión es quien 

otorgada esos certificados con su firma y rubrica.  
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2.1.1.3. Bien Jurídico Protegido 

“El bien jurídico protegido es el bien tutelado por el derecho mediante la amenaza penal. 

El objeto jurídico del delito o bien jurídicamente protegido es el bien o interés que está protegido 

por el Derecho, “lo que” la norma, mediante la amenaza de la pena, tiende a tutelar, a cuidar, de 

posibles agresiones”. (Peña & Almanza, 2010, pág. 81) 

“En la falsificación de documentos el objeto material es el documento, es la cosa sobre la 

que recae la acción, el bien jurídico protegido que es vulnerado es la fe pública”. (Peña & 

Almanza, 2010, pág. 82) 

2.1.1.4. Conducta Típica 

Se entiende por conducta típica a: 

La clase de conducta activa u omisiva legalmente tipificada, que puede consistir 

exclusivamente en uno o varios actos o en la no realización de un acto en los delitos de 

mera conducta: de mera actividad o de omisión pura o propia, o en los tipos resultativos o 

de resultado en describir la causación de un resultado, bien de cualquier modo o a manera 

en los delitos puros de resultado, bien especificando las actividades concretas que causan 

el resultado en los delitos de resultado con modalidades limitadas de ejecución o de 

acción. (Muñoz, 2014) 

2.1.1.5. Medio Empleado 

La ejecución del delito se lo realiza a través de algún medio. 
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En este caso en concreto, el autor hace uso de la certificación falsa en la Secretaría de la 

Carrera de Gestión de Riesgos, para poder matricularse en primer ciclo de la Carrera antes 

mencionada.  

2.1.1.6. Resultado 

“El resultado es el ineludible fenómeno físico que acompaña a toda conducta y que se 

traduce en la afectación del bien jurídico”. (Benavente, 2011, pág. 178) 

Del caso, se determina que la violación al bien jurídico protegido que anteriormente 

quedó mencionado, es el resultado del ilícito cometido. 

2.1.2. Tipo Subjetivo 

2.1.2.1. Dolo 

“El dolo, es el conocimiento y voluntad de realizar un delito o conducta punible”. (Peña 

& Almanza, 2010, pág. 162) 

“Actúa con dolo la persona que, conociendo los elementos objetivos del tipo penal, 

ejecuta voluntariamente la conducta”. (Art. 26 COIP) 

Al respecto cabe señalar que el ilícito cometido se realizó con plena voluntad, siendo así 

que tuvo la intención de cometerlo, por ende, se determina que su actuación fue dolosa. 

2.1.2.2. Culpa 

“Actúa con culpa la persona que infringe el deber objetivo de cuidado, que personalmente 

le corresponde, produciendo un resultado dañoso”. (COIP, 2014, Art. 27) 
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La ley contempla que los delitos se cometen por dolo y culpa, y a este podrá haberse 

cometido por uno a la vez, al haber incurrido de manera dolosa en este delito, queda demás decir, 

que no se cometió por culpa. 

3. Antijuridicidad 

“Para que la conducta penalmente relevante sea antijurídica deberá amenazar o lesionar, 

sin justa causa, un bien jurídico protegido por este Código”. (COIP, 2014, Art. 29) 

Basándome en este artículo y del análisis de este caso, puedo determinar que la conducta 

realizada por el actor es antijurídica, porque es contraria a la ley, además, lesiona un bien 

jurídico protegido, por lo tanto, se determina la antijuridicidad de la conducta. 

3.1. Excluyentes 

3.1.1. Estado de Necesidad 

Existe estado de necesidad cuando la persona, al proteger un derecho propio o ajeno, 

cause lesión o daño a otra, siempre y cuando se reúnan todos los siguientes requisitos:  

1. Que el derecho protegido esté en real y actual peligro.  

2. Que el resultado del acto de protección no sea mayor que la lesión o daño que se 

quiso evitar.  

3. Que no haya otro medio practicable y menos perjudicial para defender el derecho. 

(COIP, 2014, Art. 32) 
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3.1.2. Legítima Defensa 

Existe legítima defensa cuando la persona actúa en defensa de cualquier derecho, 

propio o ajeno, siempre y cuando concurran los siguientes requisitos:  

1. Agresión actual e ilegítima.  

2. Necesidad racional de la defensa.  

3. Falta de provocación suficiente por parte de quien actúa en defensa del derecho. 

(COIP, 2014, Art. 33) 

4. Culpabilidad 

“Para que una persona sea considerada responsable penalmente deberá ser imputable y 

actuar con conocimiento de la antijuridicidad de su conducta”. (COIP, 2014, Art. 34) 

4.1. Elementos 

4.1.1. Imputabilidad 

Todas las personas somos imputables, es decir, podemos ser sujetos de una pena en caso 

de infringir la ley. Excepto los detallados a continuación. 

4.2. Excluyentes de la Culpabilidad 

4.2.1. Trastorno Mental 

La persona que al momento de cometer la infracción no tiene la capacidad de 

comprender la ilicitud de su conducta o de determinarse de conformidad con esta 

comprensión, en razón del padecimiento de un trastorno mental, no será penalmente 

responsable. En estos casos la o el juzgador dictará una medida de seguridad.  
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La persona que, al momento de cometer la infracción, se encuentra disminuida en su 

capacidad de comprender la ilicitud de su conducta o de determinarse de conformidad con 

esta comprensión, tendrá responsabilidad penal atenuada en un tercio de la pena mínima 

prevista para el tipo penal. (COIP, 2014, Art. 36) 

4.2.2. Responsabilidad por Embriaguez o Intoxicación 

Salvo en los delitos de tránsito, la persona que al momento de cometer la infracción 

se encuentre bajo los efectos del alcohol o de sustancias estupefacientes, psicotrópicas o 

preparados que las contengan, será sancionada conforme con las siguientes reglas:  

1. Si deriva de caso fortuito y priva del conocimiento al autor en el momento en que 

comete el acto, no hay responsabilidad.  

2. Si deriva de caso fortuito y no es completa, pero disminuye considerablemente el 

conocimiento, hay responsabilidad atenuada imponiendo el mínimo de la pena prevista en el 

tipo penal, reducida en un tercio.  

3. Si no deriva de caso fortuito, ni excluye, ni atenúa, ni agrava la responsabilidad.  

4. Si es premeditada con el fin de cometer la infracción o de preparar una disculpa, 

siempre es agravante. (COIP, 2014, Art. 37) 

4.2.3. Personas Menores de Dieciocho Años 

Las personas menores de dieciocho años en conflicto con la ley penal, estarán 

sometidas al Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia. (COIP, 2014, Art. 38) 

La culpabilidad, se refiere al juicio de reproche que se hace a favor de los procesados. 
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5. Tentativa/Consumación 

5.1. Tentativa 

Es el peligro en cual se puso al bien jurídico protegido, pero que no logro consumarse. 

5.2. Consumación 

Consiste en la transgresión del bien jurídico protegido. 

6. Participación 

“Las personas participan en la infracción como autores o cómplices”. (COIP, 2014, Art. 

41) 

Nuestro COIP en su artículo 42 determina que responderán como autoras las personas 

que incurran en alguna de las siguientes modalidades:  

1. Autoría directa:  

a) Quienes cometan la infracción de una manera directa e inmediata.  

b) Quienes no impidan o procuren impedir que se evite su ejecución teniendo el deber 

jurídico de hacerlo. 

La norma es clara, se denomina autor directo a quien cometa una infracción o a su vez, a 

quien no evite la ejecución de una infracción. 
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2.7. Elementos de la Teoría Del Caso 

1. Fáctico 

Se constituye como fáctico a la “identificación de los hechos relevantes que nos 

conducen a comprobar la existencia de la conducta punible y la responsabilidad o no 

responsabilidad del procesado”. (Peña & Almanza, 2010, pág. 247) 

Lo factico sustenta lo jurídico. Estos hechos deben ser reconstruidos en el juicio, a través 

de las pruebas, cabe notar que los hechos contienen: acciones; circunstancias de modo, tiempo y 

lugar; lugares o escenarios; personajes con sus sentimientos, educación, cultura, creencias, etc.; 

instrumentos y resultados de la acción. (Peña & Almanza, 2010, págs. 247,248) 

Para empezar, los hechos se han visto narrados en la denuncia presentada por el señor 

Santiago Jhonathan Pérez Ortiz en ella se enmarcan las acciones, circunstancias, el tiempo, el 

lugar, los intervinientes en los hechos, los instrumentos utilizados y el resultado provocado, de 

tal forma que se cumpliría con este requisito. 

Ahora bien, para que estos hechos se constituyan como ciertos, deberán ser reconstruidos 

con las pruebas presentadas, pues no solo basta con narrar un suceso si en el no se cuenta con 

evidencia que corrobore lo anterior. 

2. Jurídico 

Cuando hablamos de lo jurídico como elemento de la teoría del delito; “Consiste en la 

adecuación jurídica de los hechos dentro de las disposiciones legales, tanto sustantivas como 

adjetivas”. (Peña & Almanza, 2010, pág. 248) 
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Por lo tanto, los hechos narrados en la denuncia presentada ante la Fiscalía podemos decir 

que se encuadran perfectamente en el artículo 328 de COIP. 

3. Probatorio 

En este punto me es necesario señalar que cuando hablamos de lo probatorio nos 

referimos a que sustenta los aspectos fáctico y jurídico. Permite establecer que pruebas son 

conducentes y pertinentes. (Peña & Almanza, 2010, pág. 248) 

2.8. Preguntas de Investigación 

¿Qué es falsificación de documentos? 

¿Qué es el uso doloso de un documento falso? 

¿La inadecuada administración de justicia conlleva responsabilidad para el Estado? 

¿Cuál es la finalidad de la prueba en el proceso penal ecuatoriano? 

¿Qué medios de prueba existen en el sistema penal ecuatoriano? 

¿Quién tiene la responsabilidad y obligación de reproducir la prueba como representante 

del Estado Ecuatoriano en un proceso penal y como dueño del ejercicio de la acción penal 

pública? 
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CAPÍTULO III 

3. DESCRIPCIÓN DEL TRABAJO INVESTIGATIVO 

3.1. Estudio de Caso: Fases y Actuaciones dentro del Proceso Penal 

3.1.1. Investigación Previa 

Una vez realizado el estudio de los elementos constitutivos del delito y los elementos de 

la teoría del delito me corresponde llevar a cabo un estudio acerca de las fases y actuaciones 

efectuadas en el proceso penal en aplicación al caso práctico materia de estudio. 

El caso materia de estudio es el 02281-2016-00498, al tratarse de un delito de ejercicio 

público de la acción, se inicia por denuncia presentada ante la Fiscalía General del Estado del 

Cantón Guaranda Provincia Bolívar. 

Al contemplarse la denuncia como una de las formas de dar inicio una investigación 

según lo contempla el COIP en su artículo 581 numeral 1, el señor Santiago Pérez, es quien da a 

conocer a la fiscalía que el señor Carlos García ha falsificado su firma y rubrica, en un 

certificado supuestamente otorgado por el Director del Sistema de Nivelación y Admisión 

(Santiago Pérez), delito tipificado en el artículo 328 del COIP. 

De esta manera y una vez con conocimiento de un presunto delito de falsificación y uso 

de documento falso, la Fiscalía de acuerdo a lo que determina el COIP en su artículo 580 da 

inicio a la correspondiente investigación previa. 

En esta fase la Fiscalía reúne varios elementos de cargo y descargo que más adelante le 

permitirán dar inicio a la etapa de instrucción fiscal con la formulación de cargos a la 

investigada. 
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De acuerdo a lo que determina el COIP, la Fiscalía en calidad de titular de la acción 

pública y de acuerdo corresponde realizar en la investigación previa, realiza varias actuaciones 

con el fin de recabar elementos de cargo y descargo, entre ellas pude encontrar las siguientes, las 

mismas que detallo en sentido general y sin análisis alguno: 

1. Copias certificadas de la documentación que sirvió de base para la matricula del señor 

Carlos García, así como también como de los estudiantes que podían matricularse en 

primer ciclo de la Carrera de Gestión de Riesgos.  

2. Documentación original que sirvió de base para la matricula del señor Carlos García. 

3. Copias certificadas de la asistencia a clases del señor Carlos García. 

4. Copias certificadas del Reglamento del Sistema Nacional de Nivelación y Admisión 

(SNNA), SENESCYT, en la que señala que no existe tercera matricula para nivelación de 

Carrera. 

5. Requisitos para matricularse en la Facultad de Ciencias de la Salud y del Ser Humano, 

Escuela de Administración para Desastres y Gestión del Riesgo.  

6. Informe Pericial Documentológico.  

De esta manera y una vez recabados los elementos de convicción se da por culminada la 

etapa de investigación previa e inician a las atapas del procedimiento ordinario, mismas que a 

continuación detallo. 

3.1.2. Fase de Instrucción Fiscal 

Una vez culminada la fase de investigación previa, siendo facultad de la Fiscalía 

conforme lo determina el artículo 195 de la Constitución, artículo 282 del COFJ y 443 del COIP 

de acuerdo a los elementos de convicción encontrados en la investigación previa conforme lo 
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determina el artículo 594 del COIP, sobre las reglas de la instrucción fiscal, la Fiscalía formula 

cargos por el delito tipificado en el artículo 328 del COIP esto es la: “Falsificación y uso de 

Documento Falso”. 

En la audiencia de formulación de cargos y conforme lo determina el artículo 595 del 

COIP, la Fiscalía en su actuación detalla cada uno de los numerales de este artículo, como son; la 

individuación de la persona procesada, la relación circunstanciada de los hechos, los elementos y 

resultados de la investigación que sirven para formular cargos.  

En lo referente a la concesión de medidas cautelares, dispone las contempladas en el 

artículo 522 numerales 1 y 2 del COIP, esto es la prohibición de salida del país y la obligación de 

presentarse a la Unidad Judicial Penal del Cantón Guaranda Provincia Bolívar, cada 8 días en 

horas y días laborables.  

Conforme lo determina el artículo 597 del COIP las partes procesales en este lapso de 

tiempo, (90 días, tiempo de duración de la instrucción fiscal) cuentan con libertad para sustentar 

sus alegaciones, eso sí, siempre con sujeción a los principios del debido proceso. 

Además, podrán solicitar los actos procesales que estimen pertinentes para corroborar la 

existencia o no del delito imputado. 

De esta manera, se procede al cierre de la instrucción fiscal y se convoca a la audiencia 

de evaluación y preparatoria a juicio, dando paso a la siguiente etapa del procedimiento. 

3.1.3. Etapa de Evaluación y Preparatoria a Juicio 

Conforme corresponde, se da inicio a la audiencia de evaluación y preparatoria a juicio, 

en esta etapa el juzgador solicita a las partes procesales pronunciarse acerca de los vicios 
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formales que pudieren existir hasta el momento, no encontrando ninguno en el presente caso y de 

acuerdo a ello continúa la audiencia. 

De la misma manera procede a resolver la procedibilidad, prejudicialidad, competencia y 

cuestiones que afecten la validez del proceso, luego de resolverlos, el juzgador concede la 

palabra a la Fiscalía y acusación particular para que expongan secuencialmente los elementos en 

que se fundan su acusación, de la misma manera a la parte procesada para que desvirtúe los 

mismos. 

Concluidas dichas intervenciones se les confiere la palabra nuevamente y en el mismo 

orden anterior a fin de que puedan anunciar la totalidad de pruebas que serán practicadas en 

juicio, inclusive acerca de la reparación integral, por lo tanto se anuncian como pruebas:  

1. Los testimonios de: Santiago Jhonathan Pérez Ortiz, Carlos Alfredo García Espín, Anita 

Piedad Pachala Llumiguano, Jinson Fabricio Yasuma, Mónica Geoconda León González, 

Mariela Isabel Gaibor González, Roberto Segura Flores.  

2. Testimonio por medio de videoconferencia del Cbop. Sánchez Veloz Humberto Lizandro. 

3. Denuncia presentada por el señor Santiago Jhonathan Pérez Ortiz. 

4. Copias certificadas de la documentación que sirvió de base para la matricula del señor 

Carlos García, así como también como de los estudiantes que podían matricularse en 

primer ciclo de la Carrera de Gestión de Riesgos, constante de fs. 32 a 43. 

5. Certificación que reprobó el Curso de Nivelación de Carrera de la Universidad Estatal de 

Bolívar, Carrera de Administración para Desastres y Gestión del Riesgo, con segunda 

matricula constante de fs.46 
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6. Documentación original que sirvió de base para la matricula del señor Carlos García 

constante de fs.47 a 49. 

7. Listado de estudiantes que aprobaron el Curso de Nivelación de Carrera y de los 

estudiantes exonerados en el período Segundo Semestre 2015, de las Carreras de 

Enfermería y Administración para Desastres y Gestión del Riesgo, quienes podían 

legalizar su matrícula para el presente período académico abril 2016 – agosto 2016, 

constante de fs.66 a 73. 

8. Certificación que aprobó el Curso de Nivelación de Carrera de la Universidad Estatal de 

Bolívar, Carrera de Administración para Desastres y Gestión del Riesgo, con segunda 

matricula constante de fs. 96 a 98. 

9. Documentación en la que consta la asistencia estudiantil personal del señor Carlos 

Alfredo García Espín constante de fs. 115 a 116. 

10. Requisitos para matricularse en la Facultad de Ciencias de la Salud y del Ser Humano, 

Escuela de Administración para Desastres y Gestión del Riesgo constante de fs. 148. 

11. Informe Pericial Documentológico constante de fs. 151 a 156. 

Culminada sus intervenciones le corresponde al juez declarar la inadmisibilidad de las 

evidencias ineficaces, pruebas ilegales o ilícitas de encontrarlas así, de no ser consideradas de tal 

manera el juzgador declarara su admisibilidad y eficacia pudiendo estas ser practicadas en juicio. 

De esta manera culmina la audiencia de evaluación y preparatoria de juicio, con el extracto del 

acta de la misma, dando paso posteriormente a la audiencia de juicio. 
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3.1.4. Etapa de Juicio 

Esta etapa inicia con la resolución de llamamiento a juicio conforme lo determina el 

artículo 608 del COIP. En esta resolución se expondrá: la identificación del o los procesados, la 

determinación de los hechos, el delito que se imputa, el grado de participación, las evidencias en 

que se sustenta la decisión, la cita de normas jurídicas aplicables, la aplicación o ratificación de 

medidas cautelares o de protección dictadas hasta el momento y los acuerdos probatorios 

aprobados. 

Debo hacer referencia que el acta de la audiencia de evaluación y preparatoria a juicio, 

así como los anticipos probatorios serán los únicos enviados al Tribunal que resolverá el caso, el 

expediente será devuelto a la Fiscalía. 

Regresando al caso, la audiencia de juicio o juzgamiento como usualmente se la conoce 

se realizó el día miércoles 15 de mayo del año 2019 a las 08H30 en la Provincia Bolívar por el 

Tribunal de Garantías Penales. 

En consecuencia que el Dr. Alfonso de la Cruz Luis Alberto, Juez de la Unidad Penal de 

este mismo cantón llamo a juicio al señor Carlos Alfredo García Espín, al considerar que existen 

razones graves y fundadas sobre la existencia del delito y participación del procesado en calidad 

de autor por el delito tipificado en el artículo 328 del COIP. 

Así mismo, antes de realizar la audiencia y conforme la ley lo determina, el Tribunal 

procede a resolver en primer lugar, la competencia y jurisdicción, misma que se encuentra 

radicada correctamente conforme lo dispuesto en los Arts. 177 y 178 numeral 3 de la 

Constitución de la República del Ecuador; 150, 151 y 152 del Código Orgánico de la Función 

Judicial; 398, 399, 400 y 401 del Código Orgánico Integral Penal,  y su competencia se radica 
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por la razón de sorteo y por lo dispuesto en los Arts. 220 y 221, numeral 1 del Código Orgánico 

de la Función Judicial y 404, regla 1 del Código Orgánico Integral Penal. 

Posteriormente, se procede a establecer la validez procesal conforme  lo dispuesto en los 

artículos 75, 76, 77, 167, 168 y 169 de la Constitución de la República y el artículo 8 de la 

Convención Interamericana de Derechos Humanos, en la tramitación de la causa, se han 

observado las garantías del debido proceso, sin existir nulidad alguna que declarar por lo que se 

declara la validez de todo lo actuado. 

De la misma manera se procede a verificar la identidad del procesado. 

Ahora bien, una vez verificado lo mencionado anteriormente corresponde a las partes 

procesales realizar su primera intervención en donde expondrán todos los fundamentos de hecho 

en que se basa la acusación y defensa. 

En el alegato de apertura fiscalía determina: el día 24 de marzo del años 2016 las 

autoridades de la Universidad Estatal de Bolívar disponen que se abran la matriculas para la 

Carrera de Administración para Desastres y Gestión del Riesgo, en esa carrera el procesado 

Carlos Alfredo García Espín, ya estaba cursando la segunda matricula del curso de Nivelación, la 

misma que no había aprobado y no podía matricularse por tercera ocasión; el día 16 de mayo del 

2016 en horas de la mañana, a la oficina del señor Santiago Jonathan Pérez Ortiz Director del 

Sistema de Nivelación y Admisión de la Universidad Estatal de Bolívar acuden varios alumnos y 

un profesor a preguntarle cómo es posible  que el señor Carlos Alfredo García Espín este 

matriculado y asistiendo a clases en primer nivel de la Carrera de Administración para Desastres 

y Gestión del Riesgo, por lo que le indica a los alumnos y profesor que es imposible que el señor 

Carlos Alfredo García Espín este matriculado y asistiendo a clases ya que la segunda matricula 
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del curso de nivelación no la había pasado; esto constaba debidamente certificado en el 

SENESCYT y en los archivos de la Universidad, posteriormente a esto el señor Santiago Pérez 

Ortiz  Director del Sistema Nacional de Nivelación y Admisión de la Universidad Estatal de 

Bolívar acude a investigar a secretaría de la carrera de “Administración para Desastres y Gestión 

del Riesgo” de la Universidad Estatal de Bolívar,  y al verificar la documentación del señor 

Carlos Alfredo García Espín presentan una certificación suscrita por el señor Santiago Jonathan 

Pérez Ortiz, la misma que no había sido otorgada por el señor en mención, pudiendo verificar 

que no es su firma que consta en la certificación y que había presentado el señor Carlos Alfredo 

García Espín para matricularse en el primer nivel al igual que  el sello que consta en la 

certificación no es el que se utiliza en la Universidad Estatal de Bolívar. (Caso No. 02281-2016-

00498). 

Por otra parte, en el alegato de apertura del acusador particular, señala que: el señor 

Carlos Alfredo García Espín, a la fecha que ocurrieron los hechos era una persona joven que se 

dejó arrastrar por falsos e indebidos consejos, por su inexperiencia, por su falta de conocimiento 

reconoce su participación en los hechos materia de este juzgamiento, lamentablemente  cometió 

este hecho indebido reitero por situaciones difíciles para su edad, por tal razón acepta su 

participación de los hechos que se lo acusa e  invoca la circunstancia de la atenuante 

trascendental prevista en el Art 46 del Código Orgánico Integral Penal para que se le imponga la 

menor sanción posible y sobre la base del Art. 630 del Código Orgánico Integral penal se pueda 

acoger al beneficio de la suspensión condicional de la pena.  

Consecuentemente se procede a la evacuación de la prueba (documental, testimonial y 

pericial) en donde las partes procesales expondrán todos los elementos de convicción admitidos 

en la audiencia de preparatoria a juicio. 
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La Fiscalía al presentar sus pruebas expuso: debo indicar que en la teoría del caso 

presentada por la defensa del procesado Carlos Alfredo García Espín ha aceptado los hechos que 

está acusando Fiscalía, por lo que Fiscalía renuncia a las pruebas que ha solicitado tanto 

testimonial como documental tomando en cuenta que el señor Carlos Alfredo García Espín me 

imagino que lo que quería era seguir sus estudios, por lo que ha presentado una certificación 

falseando la verdad en las notas que él tuvo en la segunda matricula del curso de nivelación, 

solicito se aplique las circunstancias atenuantes a favor del procesado ya que el señor se ha 

presentado en forma voluntaria, no se ha dado la fuga y ha colaborado en esta investigación.  

La defensa del procesado en la práctica de las pruebas expresa lo siguiente: ratificándome 

en el planteamiento formulado en la exposición inicial el inculpado acepta el pronunciamiento 

expresado por la Fiscalía, acepta el pronunciamiento de la Fiscalía en el reconocimiento de la 

participación de los hechos que es materia de la investigación en la instrucción y etapa del juicio, 

considera que en cuanto a la aceptación de responsabilidad formulada constituye antecedentes 

jurídicos necesarios para la aplicación de la atenuante trascendental que señala el Art 46 del 

Código Orgánico Integral Penal, por lo tanto no formulo pruebas invocando la atenuante 

trascendental y solicita como prueba si no que ratifico la invocación y solicito se recepte el 

testimonio libre y voluntario de mi defendido quien ha sido plenamente informado de todos los 

cargos y elementos que han sido expuestos en esta audiencia. 

Testimonio del señor Carlos Alfredo García Espín: 

En ese tiempo tenía mucho miedo de que me puedan botar de la casa al quedarme sin 

matrícula, entonces cometí ese error con ese documento;  en este largo proceso de presentarme 

todos los viernes me ha ayudado para tener experiencia en la vida, cometí este error no lo volveré 
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a cometer  tenía temor de que me saquen de la casa por no haber obtenido matricula lo que me 

llevó a cometer ese error, quisiera que me pongan la mínima pena.  

Resolución  

El Tribunal en resolución manifestó su total desacuerdo a la actuación de la Fiscalía en 

cuanto ha renunciado a practicar la totalidad de las pruebas tanto testimonial como documental, 

pese a que sus testigos habiendo sido notificados comparecieron a la audiencia de juzgamiento, 

es necesario observar lo que señala el Art. 509 del COIP: “Si la persona investigada o procesada, 

al rendir su versión o testimonio, se declara autora de la infracción, la o el fiscal no quedará 

liberado de practicar los actos procesales de pruebas tendiente a demostrar la existencia del delito 

y la responsabilidad del procesado”, disposición que no ha sido cumplida por la Fiscalía, 

teniendo como resultado que el tribunal no tenga pruebas que le permitan valorizar, y, llegar de 

acuerdo a estas pruebas establecer si existe delito y luego si existe o no responsabilidad del 

procesado.  

Sentencia Ratificatoria De Inocencia 

El Tribunal considera que la representante de la Fiscalía, no logró demostrar la  

existencia del delito y la responsabilidad del procesado, existiendo falta total de pruebas que 

establezcan tanto en la existencia del delito que acusa la fiscalía y la responsabilidad del 

procesado, por lo tanto, este Tribunal de Garantías Penales de Bolívar, ADMINISTRANDO 

JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR Y POR 

AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y DE LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, confirma el 

estado de inocencia, en consecuencia dicta SENTENCIA ABSOLUTORIA a favor del procesado 

CARLOS ALFREDO GARCÍA ESPÍN, cuyas generalidades constan en autos. Se dispone se 
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levanten todas las medidas cautelares reales y personales que se hayan dictado en su contra. Este 

Tribunal además dispone que se oficie al Consejo de la Judicatura de Bolívar Guaranda 

acompañando copias de la presente sentencia, a fin que revisen la actuación de la señora Fiscal 

Jenny Vásquez Llerena, en la respectiva audiencia de juicio. (Tribunal de Garantías Penales de 

Bolívar, sentencia N° 02281-2016-00498, Falsificación y Uso de Documento Falso, Art. 328 

COIP, 2016). 

3.2. Respuestas a las Preguntas de Investigación 

1. ¿Qué es falsificación de documentos? 

Es un acto contrario al derecho, ya que quien falsea o adultera la verdad lo hace con el fin 

de engañar a otro o perjudicar a terceros al reproducir un modelo de documento original a 

semejanza de otro ya existente. Es una transformación material del documento legitimo en 

alguna de sus partes, al agregarle o quitarle palabras, cifras, etc., de modo que el documento 

exprese o atestigüe cosas distintas de las que expresaba en su estado original.  

Es un delito que afecta a la fe pública el cual constituye un bien jurídico colectivo, con su 

vulneración no solo afecta la fe personal de una persona o de un grupo de personas, sino de toda 

la sociedad, incluso el Estado.  

2. ¿Qué es el uso doloso de un documento falso? 

El delito de falsificación de documentos es completamente doloso, por lo que la persona 

que lo hace deberá actuar con voluntad y conocimiento de todos los elementos constitutivos del 

delito, como son la elaboración o adulteración en todo o en parte de un documento de cuyo uso 

se pueda derivar perjuicio; así como de quien hace uso de un documento falso como si fuese 

legitimo.  
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Con el solo hecho de falsificar un documento, se estaría consumando el delito, puesto que 

efectuada la falsificación del objeto material del delito, éste se convierte en un elemento 

potencial para causar peligros a terceros; por lo tanto, el uso o no de dicho instrumento será 

irrelevante para la consumación del delito.  

3. ¿La inadecuada administración de justicia conlleva responsabilidad para el Estado? 

Si. Según el artículo 11 numeral 9 inciso 4 de la Constitución de la Republica del 

Ecuador manifiesta que: “El Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, 

retardo injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela 

judicial efectiva, y por las violaciones de los principios y reglas del debido proceso”. 

El Estado a través de sus dignatarios, autoridades, funcionarios o servidores públicos y 

terceros, se harán cargo de los efectos jurídicos que emanaron de sus actos u omisiones culposas 

o intencionales, acarrea una responsabilidad administrativa que consiste en la inobservancia de 

las disposiciones legales; pues cabe recalcar que el Ecuador al ser un Estado Constitucional de 

Derechos y Justicia, establece garantías a través de las cuales los ciudadanos podemos acceder 

para que se respeten o restablecer los derechos vulnerados; es así que en caso de que en un 

proceso penal al llegar a una sentencia; y que dentro del proceso se haya violentado el derecho a 

la tutela judicial efectiva, violación al derecho a la defensa, no motivación de la sentencia, o 

violación a cualquier otro principio o garantía básica del debido proceso, el Estado deberá 

indemnizar al ciudadano victima de la transgresión y acarreara responsabilidad administrativa 

para el funcionario.  
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4. ¿Cuál es la finalidad de la prueba en el proceso penal ecuatoriano?  

La prueba tiene por finalidad llevar a la o al juzgador al convencimiento de los hechos y 

circunstancias materia de la infracción y la responsabilidad de la persona procesada, así lo 

determina el COIP en su artículo 453. 

La prueba es el medio más confiable para descubrir la verdad real y la mayor garantía 

contra la arbitrariedad de las decisiones judiciales, es el medio más seguro de lograr la 

reconstrucción de los hechos de modo comparable y demostrable en conformidad con el sistema 

jurídico vigente; en definitiva son las pruebas las que condenan mas no los jueces, esta es la 

garantía frente a la arbitrariedad punitiva, la prueba va impactando en la conciencia del juez 

hasta llevarle a una convicción que será la base de su dictamen. 

Todo delito tiene que sustentarse en pruebas sea de la naturaleza que sean, ya que de no 

existir jurídica y técnicamente no existe razón para formular una imputación penal. 

5. ¿Qué medios de prueba existen en el sistema penal ecuatoriano? 

Nuestro COIP en su artículo 498 contempla tres medios de prueba, estos son; 

documentales, testimoniales y periciales.  

Documental: Debe reunir ciertas características: 1. Que tenga nexo causal con el proceso 

penal; 2. Que se encuentre en poder de una de las partes procesales o de un tercero y que sea 

posible su reproducción u observación, y 3. Que sean auténticos, es decir que para su 

justificación se requerirá una comparación de firmas o pericias documentales especialmente en 

caso de falsificación, como es del presente caso de estudio.  
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Testimonial: resulta la más confiable, porque los testigos presenciaron de manera directa 

el percance y pueden con sus declaraciones ayudar a esclarecer el hecho. 

Pericial: Es aquella que ha sido analizada por expertos y cuyo análisis ha arrojado un 

resultado relacionado con la comisión del delito. 

6. ¿Quién tiene la responsabilidad y obligación de reproducir la prueba como 

representante del Estado Ecuatoriano en un proceso penal y como dueño del 

ejercicio de la acción penal pública? 

Le corresponde a la fiscalía, como titular de la acción penal publica, según el artículo 411 

del COIP, cabe recalcar que una de las funciones del fiscal según el artículo 444 del invocado 

cuerpo legal es: disponer la práctica de las demás diligencias investigativas que considere 

necesarias (pruebas). 

La acción penal pública la ejerce el Estado, a través de la Fiscalía General del Estado, 

siendo su representante el Fiscal, quien se encarga de investigar persiguiendo el delito, para de 

esta manera llegar a establecer la verdad de los hechos, haciendo cumplir que se apliquen 

sanciones pertinentes y a su vez encargándose de tomar las medidas de seguridad en beneficio a 

la sociedad. La acción penal pública puede ser iniciada por el Fiscal, siendo su obligación ejercer 

la acción penal, en relación con aquellos hechos que constituyen delito. 
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CAPÍTULO IV 

4. RESULTADOS 

4.1. Resultados de la Investigación Realizada 

Una vez realizado el estudio y/o análisis de la causa 02281-2016-00498 obtuve los 

siguientes resultados: 

La Agente Fiscal Abg. Jenny Vásquez Llerena presentó por escrito su anuncio de prueba 

testimonial y documental ante el Tribunal de Garantías Penales de Bolívar, a fin de que dichas 

pruebas sean practicadas en la audiencia de juzgamiento, que se celebraría el 15 de Mayo del 

2019 dentro del proceso penal por presunto delito de falsificación y uso de documento falso 

tipificado en el artículo 328 del COIP, que se siguió en contra del señor Carlos Alfredo García 

Espín.  

Posteriormente, el 15 de Mayo del 2019 se realizo la Audiencia de Juicio en la que la 

Agente Fiscal Abogada Jenny Vásquez Llerena renuncio expresamente a las pruebas de cargo 

tanto testimoniales y documentales, debido a que el procesado Carlos Alfredo García Espín 

reconoció los hechos que se le atribuían y la responsabilidad que se le imputaba. 

Además la Agente Fiscal Abogada Jenny Vásquez Llerena solicito que se apliquen a 

favor del señor Carlos Alfredo García Espín las atenuantes establecidas en el artículo 45 del 

COIP, así como la atenuante transcendental prevista en el artículo 46 del mismo cuerpo legal.  

De esa manera, los Jueces del Tribunal de Garantías Penales de Bolívar al momento de 

resolver la causa, mediante sentencia del 23 de Mayo del 2019 manifestaron su total desacuerdo 

con la actuación de la Agente Fiscal, quién renunció a practicar la totalidad de las pruebas, a 
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pretexto de que el procesado Carlos Alfredo García Espín había reconocido su responsabilidad 

en el hecho que se le atribuía, por lo que el referido Tribunal señalo que la Abogada Jenny 

Vásquez Llerena incumplió con la disposición contenida en el artículo 509 del Código Orgánico 

Integral Penal, que ordena: Si la persona investigada o procesada, al rendir su versión o 

testimonio, se declara autora de la infracción, la o el fiscal no quedará liberado de practicar los 

actos procesales de prueba tendientes a demostrar la existencia del delito y la responsabilidad del 

procesado; razón por la cual, el Tribunal ratifico el estado de inocencia del procesado, al 

mencionar que no existía certeza sobre la existencia material de la infracción penal y la 

responsabilidad del procesado, debido a la falta de actuación de prueba por parte de la Agente 

Fiscal Jenny Vásquez Llerena, pese a que el procesado Carlos Alfredo García Espín había 

admitido su responsabilidad en el cometimiento del delito.  

4.2. Impacto de los Resultados de la Investigación  

A lo largo del tiempo, la desconfianza en el sistema de administración de justicia por 

parte de los ciudadanos ha sido evidente. La falta de actuar de los administradores de justicia es 

la principal causa, muestra de eso tenemos el presente caso.  

A pesar de contemplarse el Ecuador como un Estado garantista en derechos, regido por 

un sistema positivo, las violaciones a los derechos cada vez son más notorias. Los administrados 

necesitamos operadores de justicia que se ajusten a las necesidades de sus accionantes en el 

marco del derecho.  

En derecho, se concibe que los reclamos presentados por las partes ante la administración 

de justicia, se deban probar. Como mencionaba anteriormente en los elementos de la teoría del 
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delito, si no se cumplen los tres elementos de la teoría del caso, lo que se presenta ante los 

órganos jurisdiccionales es una mera historia, no un delito, en el caso de la materia penal.  

Todos estamos en la posibilidad de poder reclamar ante los órganos jurisdiccionales 

nuestros derechos y más aún cuando su fin es cesar o reparar uno o varios derechos que han sido 

violados, cierto es también que para exigirlos se debe demostrar tal violación mediante pruebas; 

hecho que en el proceso no se ha demostrado.  
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CONCLUSIONES 

o Conforme el análisis del proceso de falsificación y uso de documento falso dentro 

de la causa N° 02281-2016-00498 se determina previa revisión de la sentencia del 

Tribunal de Garantías Penales de Bolívar,  de manera concreta la audiencia de 

juzgamiento; la Fiscal del caso Abogada  Jenny Vásquez Llerena,  renuncia a 

reproducir la prueba que permitía demostrar conforme se ha mencionado en este 

proyecto la participación y responsabilidad del procesado, así como el delito en sí 

cometido. 

o En los procesos penales la carga de la prueba le corresponde a la Fiscalía y es al 

agente fiscal a quien se le ha facultado destruir el estado de inocencia del que 

gozamos todas las personas en el Ecuador.  

o Todos los operadores de Justicia deben aplicar imperativamente las garantías 

constitucionales inherentes al respeto de los derechos al debido proceso 

consagrados en la Constitución a fin de evitar la vulneración de derechos de los 

sujetos procesales. 

o La fiscal del caso, provocó de manera directa una violación al principio de la 

tutela judicial efectiva,  lo que en el estudio del caso analizado,  ha provocado que 

un delito plenamente establecido quede en la total impunidad, haciendo de esta 

manera al Estado responsable de una indebida e inadecuada actuación por un 

Servidor Público (Agente Fiscal), por omisión. 

o La Agente Fiscal incumplió con sus funciones conforme lo señalado en el artículo 

195 de la Constitución de la República del Ecuador, según el cual la agente fiscal 

debía actuar con especial atención al interés público. Al respecto, es pertinente 
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señalar que el artículo 76 de la mismo Norma Suprema establece que en todo 

proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden se 

asegurarán las garantías básicas del debido proceso, que incluyen, entre otras la 

obligación de  toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento 

de las normas y de los derechos de las partes.  
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